
 

TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

SALA PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Medellín, dieciocho (18) de julio de dos mil veintidós (2022) 

Ref.: Exp.: 05001 31 03 020 2019 00255 01 
Magistrado Ponente: JOSE OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

 
Proceso: Declarativo de pertenencia  
Demandante: HÉCTOR  MAURICIO ESCOBAR VÉLEZ 
Demandados:  SALDARRIAGA FRANCO SAFRA S.A.S. e indeterminados. 
Extracto: Para estimar las pretensiones en el proceso de pertenencia, han de 

cumplirse los requisitos: 1) Posesión material del demandante; 2) Tiempo 
que exige la ley; 3) Posesión ininterrumpida; y, 4) Cosa que sea 
susceptible de adquirirse por prescripción. Ausente cualquiera de ellos, las 

pretensiones están llamadas al fracaso. Confirma. 

 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

 

Procede la Sala a resolver por escrito el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante, contra la sentencia de primera instancia calendada 

el diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintiuno (2021), proferida por el 

Juzgado Veinte Civil del Circuito de Medellín. 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

DE LA DEMANDA:  

 

 

HÉCTOR  MAURICIO ESCOBAR VÉLEZ promovió demanda de usucapión 

en contra de la persona jurídica SALDARRIAGA FRANCO SAFRA S.A.S. e 
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indeterminados1; pretendiendo que se declare que por prescripción 

extraordinaria, el actor adquirió el dominio de los inmuebles identificados con 

matrículas inmobiliarias 001-56103 y 001-761429,  de la Oficina de Registro 

de Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Sur, los predios ubicados en la  

calle 47 Sur # 55-72, barrio La Pradera, corregimiento de San Antonio de 

Prado del Municipio  de Medellín, y que corresponden a: lote “B” con un área 

de15.379,74 metros cuadrados;  y el  lote “A” ubicado según ficha catastral 

en la Cra. 58 Cll. S 043  en la calle 47 sur # 55-72,  con un área de  4.187.50 

metros cuadrados, aproximadamente2. 

 

Como sustento de lo anterior se indicó que en el año 2005, el actor ingresó 

a los predios en calidad de arrendatario para pastorear un ganado por 

intermedio de alias “PELE”, pero que una vez murió este (“Pelé”), salió de 

allí y el lote quedó abandonado, pero que al cabo de un año, en septiembre 

de 2006,  ESCOBAR VÉLEZ  entró a poseerlo con ánimo de señor y dueño. 

 

Que desde que ingresó al bien cerró la entrada para evitar que se siguiera 

usando como botadero de basura y escombros, puso puerta de lámina y tela, 

pero cuando tuvo recursos le colocó portada metálica con muro de fachada, 

además que empezó a construir una cabaña para quedarse algunas noches 

y durante el día permanecía allí trabajando, cuidando los animales, 

limpiando los lotes de todo lo que había quedado de cuando estaba 

abandonado y adecuándolo para sus animales; además sembró algunas 

                                                 
1 Vía reforma de la demanda se excluyó al codemandado a ANCIZAR GASCA BONELLO 
2 Que según dictamen pericial practicado, el LOTE B se encuentra alinderado así: “por el 

OCCIDENTE con propiedad del hogar de paso la florida en 66.54 m lineales; con propiedad del 

señor Ancisar Gasca Bonello, en 91.00 m lineales; con el denominado lote “A” (de propiedad de 

la empresa  SALDARRIAGA FRANCO SAFRA Ltda. en 60.06 m lineales y con propiedad de la 

finca Torre Molinos en 51.06 m lineales, POR EL NORTE, con la quebrada la María en 101.99 m 

lineales hasta encontrarse con la quebrada la Manguala, POR EL ORIENTE con la quebrada la 

Manguala 121 m lineales, POR EL SUR, con el denominada lote “A” en 74 m lineales y con la 

calle 47 sur en 81.46 m lineales”. Mientras el LOTE A tiene como linderos: “POR EL 

OCCIDENTE: con propiedad del señor Ancizar Gasca Bonello en 83.43 m lineales; con la finca 

TORREMOLINOS EN 51.38 m lineales. POR EL ORIENTE: con el lote denominado LOTE “B” 

en 75.86 m lineales. POR EL SUR; con el denominado LOTE “B” en 60.06 m lineales.  Medidas 

tomadas de la ficha catastral  Ficha catastral 050010208800004350014000000000, actualizada 

en el año 2014.”.   
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plantas y árboles, construyó un establo para el ganado y un corral,  y luego 

adecuó la casa que estaba en ruinas para poder ser habitada. 

 

Que desde el año 2017 instaló los servicios públicos y solicitó el saldo de los 

impuestos adeudados desde el año 2006, y desde este año (2006), los 

vecinos lo reconocen como poseedor, ignorando el paradero de la persona 

que se encuentra registrada como propietaria. 

 

Que cuando comenzó a solicitar los servicios públicos tuvo inconvenientes 

con JUAN PABLO CIRO quien ocupaba una franja de terreno del LOTE B,  

y quien  contactó a la sociedad registrada como propietaria, la que a su vez 

interpuso querella frente al demandante, la cual no prosperó porque se 

declaró la nulidad, y el querellante desistió de continuar. 

 

 

DE LA CONTRADICCIÓN: 

 

 

La sociedad demandada señaló que el 21 de mayo de  2017 el demandante   

de manera fraudulenta, arbitraria y de mala fe, intentó colocar energía de 

contrabando, y el día 25 de ese mes y año inició posesión de forma arbitraria.  

 

Que un día después que se llevara a cabo audiencia en la Corregiduría de 

“El Limonar” entre el demandante con JUAN PABLO CIRO RESTREPO y 

CARLOS ALBERTO HERNÁNDEZ BEDOYA, aquel, el actor, manifestó que 

su domicilio era en la calle 44 Sur # 55-44, dirección diferente a la de los 

predios objeto de usucapión. 

 

Que JUAN PABLO CIRO RESTREPO, quien fue un trabajador suyo, en 

mayo de 2017 les avisó que ESCOBAR VÉLEZ había ingresado de manera 

irregular a vivir a las ruinas del predio en debate, por lo que inició  proceso 

de perturbación a la posesión y/o lanzamiento por ocupación de hecho de 
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inmueble urbano, el que después de una nulidad se decidió no continuar por 

falta de garantías, e interpuso demanda reivindicatoria.  

 

Por lo anterior se opuso a las pretensiones de la demanda, proponiendo 

como excepciones de mérito las que denominó: 

 

1. “TEMERIDAD”. Argumentando que a demanda se interpuso de forma 

temeraria y faltando a la verdad, existiendo incoherencia entre los 

señalado en aquella con lo dicho en el proceso que se adelantó en la 

corregiduría “El Limonar”. 

 

2.  “BUENA FE DEL DEMANDADO Y MALA DEL DEMANDANTE”. 

Indicando que la demandada hace más de treinta (30) años es 

propietaria del bien, y el demandante de forma engañosa pretende 

hacerse dueño de lo que no le corresponde. 

 

3. “ENRIQUECIMIENTO ILEGÍTIMO Y SIN CAUSA”. Sosteniendo que el 

demandante se quiere enriquecer a costa del empobrecimiento de la 

demandada, pretendiendo que se le adjudiquen bienes por los que no 

ha cancelado un peso, y de manera fraudulenta. 

 

4. “LA INNOMINADA”. Pidiendo que se declare la que se encuentre 

probada, y en esos términos la reiteró como “GENÉRICA”.  

 

El curador ad litem de los indeterminados se opuso a las pretensiones,  

proponiendo como excepción de mérito la denominada “COSA JUZGADA”, 

arguyendo que según la sentencia proferida el 2 de marzo de 2020 por el 

Juzgado Trece Civil del Circuito de Medellín, el dominio pleno y absoluto 

sobre los inmuebles con matrículas inmobiliarias 001-56103 y 001-761429 

pertenecen únicamente a la demandada, y que el hoy demandante mintió en 

la demanda porque sí tenía conocimiento de ese proceso reivindicatorio. 
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DE LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 

 

 

Después de aludir a los presupuestos axiológicos de la prescripción 

extraordinaria de dominio, recabó en el elemento “posesión” y el lapso 

temporal para que prospere la acción, donde si se acoge al nuevo término 

establecido en la ley 791 de 2002, solo podría operar a partir del 27 de 

diciembre de 2002, conforme el artículo 41 de la ley 153 de 1887. 

 

Del caso concreto señala que el primer requisito se satisface al estar frente 

a un bien prescriptible, pues las entidades estatales no indicaron lo contrario. 

 

Respecto a los actos de posesión, del interrogatorio de parte absuelto por el 

demandante, se tiene que este señaló que hace más de 14 años ejerce 

pastoreo de animales y tiene su vivienda en el bien de marras, y que 

inicialmente ingresó pagando una renta por un potrero  a “PELE” quien ya 

falleció,  luego los que ocupaban el bien se fueron y entraron criminales que 

desmantelaron la edificación y comenzaron a botar escombros, pero que él 

entró al predio a hacerse cargo, realizando mejoras, cultivos, y los explota 

con actividades económicas. 

 

Que la testigo LUZ MARINA RESTREPO GIRALDO, vecina del 

demandante, señaló que este ocupada los predios desde el año 2005, 

aproximadamente, porque desde esa fecha lo veía con las vacas y caballos, 

y comenzó a limpiar el lote y hacerle mejoras, que no conoce la totalidad de 

los lotes y lo reconoce como dueño. 

 

La testigo MARIA ELENA PUERTA señaló que para los años 2004 y 2005 el 

bien fue abandonado y se convirtió en un basurero, el demandante llevó 

animales a pastorear, hizo una cabaña, y realizó mejoras, que se apropió de 

ese bien, y que para los vecinos es el dueño de la propiedad. 
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ELIX ELBA DEL CARMEN LÓPEZ ROMERO, compañera permanente del 

demandante desde abril de 2017, refirió actos posesorios de su compañero, 

pero los mismos solo le constan a partir de esa anualidad, y antes de ello no 

conocía los lotes. 

 

Entonces, que de la prueba testimonial y la inspección judicial se acreditan 

hechos constitutivos de posesión en cabeza del actor; sin embargo, no se 

pruebó que la misma haya sido ininterrumpida y excluyente desde el año 

2006, según los testimonios presentados por la demandada. 

 

Lo anterior por cuanto estos señalaron que entre los años 1998 y 2013, los 

inmuebles eran habitados por otras familias a nombre y por autorización de 

la sociedad demandada, quien es la propietaria inscrita, de lo que se deduce 

que el demandante no poseyó los predios con ánimo de señor y dueño 

durante todo el lapso de tiempo que aduce; máxime que el señor “PELE” era 

el mayordomo de la finca,  por lo que reconocía dominio  ajeno, y fue quien 

le arrendó al actor para que pastoreara a sus animales. 

 

La testigo MARIELA HERRERA BUILES indicó que su esposo trabajó con el 

padre de la actual representante legal de la sociedad demandada, y que vivió 

en los inmuebles objeto del proceso desde el 19 de noviembre de 1998 hasta 

el año 2013, que se fue por amenazas, desplazamiento forzado, y que el 

bien fue objeto de negociaciones con el Municipio de Medellín para su venta, 

y esa entidad requería el bien desocupado. Señaló que en el bien 

convivieron tres familias, y cuando se fueron quedó sin habitantes; y que ella 

no conoció al demandante. 

 

Que ese testimonio concuerda con el de JUAN PABLO CIRO RESTREPO, 

que dijo que cuando falleció  GILBERTO SALDARRIAGA,  el señor CARLOS   

alias “PELE”, esposo de ANA, era el mayordomo de los predios; y que 

posteriormente el administrador de GILBERTO  llevó a los predios a MARY 
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y a GUILLERMO para que arreglaran  una máquina y los dejó viviendo allí 

entre 1998 a 2012, y en ese periodo también vivieron MARGOT, JHON 

JAIRO, y NORMA, con los hijos, y luego de eso los predios estuvieron 

deshabitados aproximadamente entre 3 y 4 años.  Que ANA la esposa de 

“PELE” se fue en el año 2013, luego del fallecimiento de aquel. 

 

Que tal testigo indicó que el demandante ocupa el inmueble hace más o 

menos tres (3) años, y lo sabe porque LUCIA, la representante legal de la 

demandada, le pagaba por ponerle cuidado a los lotes, y que vio cuando 

ocho días después de la audiencia en la Corregiduría comenzó a poner 

adobes. 

 

Que GUILLERMO DE JESÚS ARREDONDO  indicó que vivió en el lote entre 

1998 y 2012 o 2013, con su esposa e hijos; dijo que “PELE” era el encargado 

de la finca, y que cuando murió él lo reemplazó; que durante el tiempo que 

estuvo en la finca no vio animales y que no conoce al demandante. 

 

De lo anterior concluyó el a quo que si bien se contradicen tales testimonios 

en cuanto al tiempo de la posesión, resultan ser concluyentes los solicitados 

por la demandada, pues HERRERA y ARREDONDO residieron en el predio, 

por lo que les consta directamente lo acaecido entre los años 1998 y 2013, 

entre lo que está las negociaciones con el Municipio de Medellín, lo que se 

corrobora con la prueba documental. 

 

Contrarios, los testigos a solicitud del demandante, tuvieron poco contacto 

con los inmuebles porque indicaron que pocas veces fueron al lugar, y que 

el conocimiento que tienen  lo deducen de lo que observaban desde la parte 

exterior y de su relación de vecindad con el actor. 

 

Además, en la anotación 15 del folio de matrícula inmobiliaria 001-56103, 

hay una inscripción de proceso de pertenencia tramitado ante el Juzgado 

Trece Civil del Circuito de Medellín, según demanda interpuesta por 
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MARISOL CIRO y LUIS JAVIER YEPES SANTANA  en contra de SAFRA 

S.A.S.; aunado que consta avalúo realizado por ÁLVARO RESTREPO 

LÓPEZ  conforme visita realizada el 23 de febrero de 2013, por solicitud de 

la EDU y  GILBERTO SALDARRIAGA -padre de la representante legal de la 

demandada-, el cual expresa que en ese momento vivían tres familias en los 

predios. 

 

Igualmente obran documentos suscritos el 15 de noviembre de 2013 por 

JHON JAIRO JIMENEZ CUESTA y ANA JOAQUINA TORO LÓPEZ con la 

señora MARTHA LUCÍA SALDARRIAGA FRANCO, esta representante legal 

de la sociedad demandada, donde aquellos se comprometen a entregarle a 

la última  los inmuebles desocupados  y esta le cancela a cada uno la suma 

de $11’000.000,oo. 

 

Así, tiene mayor confiabilidad la prueba allegada por la accionada, coligiendo 

que entre los años 1998 y 2013, el actor no ejercía actos de posesión quieta, 

pacífica, ininterrumpida y excluyente sobre los predios pretendidos; y la 

luego ejercida no alcanza el tiempo de diez años exigido por la ley. 

 

Adicionalmente, en proceso reivindicatorio promovido por SALDARRIAGA 

FRANCO SAFRA S.A.S. en contra del aquí demandante, por sentencia del 

2 de marzo de 2020 del Juzgado Trece Civil del Circuito de Medellín, se 

declaró que a aquella pertenece el dominio pleno de los bienes de marras, 

ordenando a ESCOBAR VÉLEZ  su restitución. 

 

Frente a la cosa juzgada alegada por el Curador Ad Litem, que en auto 

anterior se dijo que no se configura porque no se presenta identidad de 

objeto, entendido el mismo como las pretensiones. 

 

Por todo lo anterior desestimó las pretensiones de la demanda y condenó en 

costas al demandante, quien en su oportunidad apeló dicha decisión. 
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DE LA APELACIÓN:  

 

 

Como reparos a la sentencia se presentaron los siguientes: 

 

1. La falta de valoración probatoria a las pruebas de la parte demandante, 

respecto al tiempo en que el demandante ha ejercido la posesión.  

 

2. No se pronunció el Juez sobre los hechos susceptibles de  confesión 

ante la no contestación a la reforma a la demanda. 

 

3. El valor probatorio que se le dio a los testimonios de la demandada,  

declaraciones que fueron incoherentes, poco creíbles y 

contradictorias. Se condujo a los testigos a las respuestas y faltó 

dirección en la audiencia, se permitió contaminar la prueba y que los 

testigos se escucharan entre sí. 

 

4.  Los testigos no cumplen con el lleno de los requisitos del artículo 212 

del C. G. del P.. 

 

5. Se escuchó el testimonio de GUILLERMO DE JESÚS ARRENDONDO 

sin presentar cédula ni estar identificado en la contestación de la 

demanda, permitiéndose la intervención de MARIELA HERRERA  en 

la declaración de JUAN GUILLERMO, lo que contaminó la prueba, que 

además no fue grabada en video. 

 

6. El fallo no cumple con el requisito de la congruencia. 

 

7. Se fijaron costas sin tener en cuenta que la demandada no contestó a 

la  reforma de la demanda. 
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8. Las pruebas testimoniales y documentales de la actora acreditan el 

cumplimiento del requisito de la posesión por el tiempo requerido. 

 

9. La representante legal de la demandada consultaba sus respuestas en 

un documento, no tenía conocimiento de la situación de los predios y 

fue contradictoria. Su dicho denotó un total abandono de los predios. 

 

10. Los testimonios de MARIELA HERRERA BUILES y GUILLERMO 

ARREDONDO fueron incoherentes, contradictorios, y se evidencian 

mentiras frente a la dicho en la Corregiduría. Igualmente, el testimonio 

de JUAN PABLO CIRO fue mentiroso, amañado y rencoroso, siendo 

imputado por acciones delictivas. 

 

Admitida la apelación y corrido traslado para alegar, la actora reiteró lo 

expresado en los reparos, indicando que hubo yerros en la valoración 

probatoria, ni se consideró que la parte demandada no contestó a la reforma 

de la demanda; no se tuvieron en cuenta las pruebas documentales como  

la querella presentada en la Corregiduría, que da cuenta de las versiones 

disimiles de los testigos que también fueron  citados al proceso. 

 

No se individualizaron los testigos conforme el artículo 212 del C. G. del P., 

solo se expresaron sus nombres, y frente a ello no se pronunció el Juez, 

pese a que en dos ocasiones se le advirtió de la situación, y aun así les 

otorgó plena credibilidad. 

 

Que MARTA LUCÍA SALDARRIAGA, representante legal de la demandada , 

consultaba sus respuestas en un documento, no tenía conocimiento de la 

situación de los predios y fue contradictoria. Su dicho denotó un total 

abandono de los lotes, y no tenía real conocimiento de las personas que los 

ocuparon; no guardó coherencia  en las fechas; no conoce las características 

de los bienes, ubicación, ni fecha en que llegaron los presuntos habitantes o 
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en qué parte vivían, o la calidad  en que ostentaban;  no se ubicó en el lugar 

y el juez  tuvo que hacerlo, con lo que dio a entender que lo  desconocía.  

 

Que la mencionada faltó a la verdad, porque dijo que el actor llegó en el 2017 

a perturbar la posesión, y luego afirmó desconocer cómo llegó, y se 

contradijo en las fechas de adquisición de los bienes. Durante toda la 

declaración se refiere al “lote” cuando se trata de dos inmuebles, fue 

incoherente en su destinación, porque afirmó que allí funcionaba un club, lo 

que implica que esté en perfecto estado, y en otra respuesta dijo que estaba 

en ruinas.  

 

Le censuró que primero aludiera a un mayordomo de nombre GUILLERMO, 

y después dijera que era JUAN PABLO CIRO, pero que con él no tenían 

contrato laboral y cuadraban cada vez que iban al lote, y luego dice que 

nunca iban;  dijo que los mayordomos vivían en  la vivienda sin saber a qué 

lote correspondían, lo que se contradice con lo dicho por el otro testigo que 

indicó que allí vivía el señor “PELE”;  aunado que admitió que hacía más de 

diez años no pagaban impuestos, lo que denota  un total abandono. 

 

Sostuvo que los testimonios de MARIELA HERRERA BUILES y 

GUILLERMO ARREDONDO fueron incoherentes, contradictorios y 

mendaces frente a la dicho en querella policiva interpuesta ante la 

Corregiduría del Limonar, pues en este proceso dijo no conocer al actor  y 

en aquella otra diligencia sostuvo que en  2012 éste en ocasiones ingresaba  

a la propiedad con un caballo y ella lo sacaba, que una vez fue con el 

abogado de los SALDARRIAGA  y los atendió  formalmente. 

 

Hubo contradicción en ambas diligencias respecto al conocimiento con la 

señora MARTA LUCÍA SALDARRIAGA, pues dijo el nombre de otra persona 

al referirse al propietario de los bienes; fue contradictoria la explicación 

respecto  al tiempo que dicen estuvieron en los inmuebles y que trabajaron 
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para los SALDARRIAGA, y dio versiones distintas sobre el motivo por el cual 

salió del inmueble. 

 

Del testimonio de JUAN PABLO CIRO, que fue mentiroso, amañado y 

rencoroso, y su declaración denotó odio y venganza frente al demandante. 

Es incoherente en las fechas cuando informa en que época llegaron MARY 

y don GUILLERMO, y es el Juez el que lo direcciona. En la querella policiva 

reconoció que el demandante sí ocupaba el bien. 

 

Que no coinciden las razones dadas por los testigos  para que GUILLERMO 

y MARIELA se fueran de los  inmuebles. Su relato difiere de lo manifestado 

en la Inspección; ninguno de ellos pudo desvirtuar la posesión del actor. 

 

La declaración de GUILLERMO ARREDONDO también es contraria a la 

realidad y a lo dicho por su esposa, fue contradictorio al hablar de los 

animales que había en el predio; dijo no conocer a MAURICIO pero que sabe 

que vive allí. 

 

El Juez no tuvo en cuenta las contradicciones de los testigos en cuanto a lo 

dicho en la querella y en el proceso. 

 

En cuanto a la prueba documental, que el Juez no tuvo en cuenta que en el 

avalúo  comercial presentado por la demandada, se indica como dirección la 

calle 7 C este # 10-198, la cual no coincide con la de los bienes a usucapir. 

 

Indicó que obra  documento  de  consulta  sobre proceso de pertenencia del 

Juzgado Trece Civil del Circuito (radicado 05001310301320150006400), 

demanda instaurada  por  LUIS  JAVIER  YÉPEZ  SANTANA  y  demandados  

MARÍA  MERCEDES  RESTREPO  DE  CIRO  y  LUIS  FELIPE  MONTOYA  

GARCES, y en el certificado de tradición y libertad,  con  el  mismo  radicado, 

aparecen  como  demandantes MARISOL  CIRO  y  LUIS  JAVIER  YEPES,  

y como demandada la empresa SALDARRIAGA FRANCO S.A.S., 
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documento que debió ser observado por el señor juez, pues todo indica que 

hubo un error en la inscripción de la demanda, porque nadie mencionó a 

MARISOL  CIRO  y  LUIS  JAVIER  YEPES viviendo en esos predios, y el 

Juez no se pronunció al respecto, cuando en ello no se concuerda con el 

inmueble demandado. 

 

Finalizó indicando que la prueba pericial demostró que los bienes de la 

inspección judicial corresponden a los de la demanda, y el perito determinó 

que las ruinas datan de treinta (30) años y no de cinco (5) como quisieron 

indicar los testigos, además que no debió ser condenado  en costas. 

 

Pronunciamiento de los no recurrentes: 

 

La demandada solicitó analizar con detenimiento los medios probatorios  

allegados, que dan certeza que el demandante no es poseedor desde el año 

2006, y esas pruebas son el avalúo de los predios del 25 de febrero de 2013, 

donde se indicó que se encontraban enmalezados, con algunas 

construcciones donde viven tres familias, lo que concuerda con lo dicho por 

MARIELA HERRERA BUILES. 

 

Que también se tiene el estudio realizado el 4 de octubre de 2013 por el 

abogado de la Dirección  de Gestión de Predios del EDU, donde se resalta 

quiénes son los  dueños del predio y la intención de ese Ente en realizar  allí 

un proyecto; certificados de disponibilidad presupuestal; acuerdos de pago  

a las familias que vivían en el lugar para el 2013; querella por perturbación 

de la posesión  del 29 de agosto de 2017; sentencia  proferida el 2 de marzo 

de 2020 por el Juzgado 13 Civil del Circuito de Medellín (radicado 2019-

00368); acción de tutela frente al Juzgado; testimonios de MARIELA 

HERRERA, GUILLERMO DE JESÚS ARREDONDO, CIRO RESTREPO;  

interrogatorio de  LUCÍA SALDARRIAGA; derecho de petición realizado al 

EDU en noviembre de 2021. Todos esos medios de prueba son veraces y 

gozan de plena credibilidad. 
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Por su lado el demandante allegó como prueba  tres testimonios  y unas 

facturas de materiales del año 2017, donde los testimonios de MARIA 

ELENA PUERTA y LUZ MARINA RESTREPO GIL, por sus  direcciones  se  

puede  observar  que  no  son  vecinas  cercanas  a  los predios objeto de 

este litigio ni los conocieron, incluso la primera de ellas manifestó que 

conoció el  inmueble  hace  unos días  porque  fue  a  colocar  una inyección  

al  actor, y ambas se limitaron a repetir que este ocupa los bienes desde 

2006, siendo extraño que recuerden la fecha con tanta facilidad. 

 

Que cuando se le preguntó el demandante por su domicilio, dijo que era la   

Calle 47 Sur N° 55 –48, y en la diligencia  que  se  adelantó  el  24  de  Mayo  

del  2017  en  la corregiduría  de  San Antonio  de  Prado,  dio  como  tal la  

Calle  44  Sur  N°  55–44,  anexó  facturas  de  la empresa TOPACO S.A. 

del 3 de septiembre de 2016 con  dirección  Calle  51 N° 73 –33  Apartamento  

302,  factura  de TODO  PARACONSTRUCCIONES, recibo de Caja 96814 

de 9 de marzo de 2016 dirección Calle 51 N° 73 –33 Apartamento 302, 

factura empresa MATERIALES EL TITAN S.A.S. del 16de octubre de 2012 

con dirección Calle 32 N° 69 –49 Itagüí, Factura Empresa ELECTRICOS 

ITAGUI del 11 de agosto de 2017 con dirección Calle 32 N° 69 –49  Itagüí; 

lo que denota que no  hay  claridad del verdadero domicilio del actor,  y 

ninguna coincide con las direcciones de los predios objeto de este litigio.  

 

Que también dijo en el interrogatorio no conocer a la sociedad demandada,  

lo cual no es cierto porque en 2017 esta presentó querella por perturbación 

a la posesión así como en el año 2019 demanda reivindicatoria, y 

posteriormente él presentó tutela contra ese juzgado donde vincularon a la 

hoy accionada; aunado que no es clara la fecha desde la cuál  

supuestamente  es poseedor de los bienes, y que  corresponde a cuando 

“PELE” murió y se fueron las demás  personas que habitaban los lotes; 

personas que se fueron en virtud del negocio adelantado con el EDU. 
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Que no es cierto como dijo el demandante, que los arreglos los comenzó a 

hacer hace siete u ocho años, porque la energía de contrabando la iba a 

colocar en 2017, pues los recibos que aporta son de ese año, y fue esa la 

anualidad de la que dijo conoció a su esposa y se animó a construir. 

 

Finalizó indicando que es clara la titularidad de SAFRA S.A.S., y así quedó 

acreditado con el trámite del EDU y en la sentencia proferida por el Juzgado 

Trece Civil del Circuito de Medellín dentro del proceso reivindicatorio, 

máxime que el demandante en todos los procesos cambia de testigos, 

mientras la demandada siempre ha citado a las mismas personas que son 

de quienes vivieron en los bienes inmuebles, concluyendo que el 

demandante no cumple con los requisitos para usucapir. 

 

Así las cosas, se resolverá la alzada, previas las siguientes:   

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

INTROITO: 

 

 

Los presupuestos procesales se encuentran reunidos y sobre ellos no hay 

lugar a reparo alguno; así mismo, examinada la actuación procesal en 

ambas instancias, no se observa irregularidad que pueda invalidar lo 

actuado, por lo que están presentes las condiciones necesarias para 

resolver la alzada. 

 

Es de precisar que solo una de las partes apeló la decisión de primera 

instancia, por consiguiente, el análisis en principio versará sobre los reparos 

presentados por el recurrente como lo prevé el artículo 328 del C. G. del P.. 
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Dados los reparos presentados, los problemas jurídicos a resolver se 

contraen a dilucidar lo concerniente con: 1) la valoración probatoria que se 

realizara de cara al presupuesto axiológico relacionado con el tiempo de 

posesión del demandante, incluyendo una eventual confesión al no 

contestarse a la reforma de la demanda; 2) el incumplimiento de las 

formalidades al recibir las probanzas; 3) en cuanto a la congruencia de la 

decisión atacada; 4) sobre las costas dispensadas. 

 

 

DE LA ACCIÓN DE PERTENENCIA: 

 

 

La prescripción ha sido definida por el artículo 2.512 del C. C., como; “… un 

modo de adquirir las cosas ajenas o de extinguir las acciones o derechos 

ajenos, por haberse poseído las cosas y no haberse ejercido dichas acciones 

y derechos durante cierto lapso de tiempo y concurriendo los demás requisitos 

legales…”; donde tratándose de la adquisitiva, el artículo 2.518 ídem en su 

primer inciso señala que: “… Se gana por prescripción el dominio de los 

bienes corporales, raíces o muebles, que están en el comercio humano, y se 

han poseído en las condiciones legales…”.  

 

Tal prescripción adquisitiva, según el artículo 2.527 ídem, es ordinaria o 

extraordinaria, las cuales difieren en los elementos necesarios para su 

configuración, donde el trámite que nos ocupa se incoó como extraordinaria 

de dominio, el que al tenor del artículo 2532 del C. C. establece el término de 

diez (10) años para su configuración, lapso este al que se acogió la parte 

actora tal como se desprende de las pretensiones de la acción, además que 

en  así se surtió el trámite.  

 

Para la prosperidad de esta acción, según inveterada doctrina, deben 

satisfacerse los siguientes requisitos: “(i) posesión material del prescribiente; 

(ii) que esa posesión del bien haya sido pública, pacífica e ininterrumpida 
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durante el tiempo exigido por la ley, según la clase de prescripción; (iii) que 

la cosa o el derecho sea susceptible de adquirirse por prescripción; y la iv) 

determinación o identidad de la cosa a usucapir.”3, donde acreditados los 

mismos las pretensiones están llamadas a la prosperidad, en el evento 

contrario, a su fracaso.  

 

 

DE LA EVALUACION PROBATORIA:  

 

 

En lo intitulado se comprende el principal argumento y reparo a la decisión 

de primera instancia, tal como se recapituló en esta misma providencia, por 

lo que considerando que “Toda decisión judicial debe fundarse en las 

pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso.” Según reza el 

artículo 164 del C. G. del P., hemos de aludir al marco doctrinal a considerar.  

 

Censura el recurrente que el a quo sustentó la decisión en unas pruebas 

descartando otras; pues bien, ello en si mismo no constituye pifia, pues como 

muy recientemente lo ha dicho la Corte Suprema de Justicia en Sala Civil;  

 

“Memórese que «cuando se está frente a dos grupos de pruebas, el juzgador de 
instancia no incurre en error evidente de hecho al dar prevalencia y apoyar su decisión 
en uno de ellos con desestimación del restante, pues en tal caso su decisión no estaría 
alejada de la realidad del proceso»4.” Cursivas y citas dentro del texto. Sentencia 
SC1303-2022 del 30 de junio de 2022. 

 

También a manera de marco, la misma alta Corporación en lo atinente a los 

errores relacionados con la valoración probatoria, ha dicho:  

 

                                                 
3 Corte Suprema, Sala Civil, SC3271-2020 del  7 de septiembre de 2020. 
4 CSJ, SC del 18 septiembre de 1998, Rad.  5058. Y en otro caso, de esta misma especie, en similar 

sentido indicó que «‘[l]a selección de un grupo de pruebas respecto de otro, tampoco constituye 

per se un error de derecho por ausencia de apreciación conjunta’, en la medida que tal ‘escogencia 

es, en línea de principio, fruto de la apreciación, análisis y confrontación integral de los elementos 

probatorios, lo cual excluye la conculcación del artículo 187 del Código de Procedimiento Civil» 

(Cas. Civ., sentencia de 2 de diciembre de 2011, Rad. No. 25899-3103-001-2005-00050-01)». CSJ, 

SC del 19 de diciembre de 2012, Rad. n.° 2008-00444-01. 
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“a) cuando se da por existente en el proceso una prueba que en él no existe 
realmente; b) cuando se omite analizar o apreciar la que en verdad si existe en los 
autos; y, c) cuando se valora la prueba que si existe, pero se altera sin embargo 
su contenido atribuyéndole una inteligencia contraria por entero a la real, bien sea 
por adición o por cercenamiento…» (CSJ SC, 10 ago 1999, rad. 4979, reiterada 
en CSJ AC3327-2021, 26 ago., rad. 2017-00405-01 y CSJ AC1510-2022, 6 may., 
rad. 2019-00236-01).”.  

 

También la jurisprudencia de la misma alta Corte, considerando que 

estamos bajo el imperio de la “persuasión racional”, siendo el juzgador quien 

ha “de ponderar razonadamente el mérito que ha de asignar a cada prueba, 

y a todas ellas en su conjunto, conforme a la sana crítica.”, y citando sus 

propios precedentes indicó que:  

 

“[L]a legislación no establece cortapisa alguna, en principio, a los medios que el 
juez tenga a su alcance para forjar la convicción; muy al contrario, es amplia la 
gama de posibilidades probatorias respecto de hechos jurídicos no sometidos a 
tarifa, conforme da fe la propia normatividad al consagrar, extensivamente, no solo 
los que ella enuncia sino «cualesquiera otros medios que sean útiles para la 
formación del convencimiento del juez» (C. de P. Civil, art. 175). Tampoco privilegia 
la ley un medio frente a otro sino que, por el contrario, a partir de la vigencia del 
Código de Procedimiento Civil, expedido con los decretos 1400 y 2019 del 6 de 
agosto y el 26 de octubre de 1970, quedó abolido el sistema de la tarifa legal en 
esa materia, y se introdujo, en su reemplazo, el de la sana crítica, también llamado 
de la libre apreciación razonada (artículo 187), cuya sola enunciación permite 
entender, por lo regular, que en su marco ninguna prueba tiene prevalencia sobre 
otras y, además, que su función apunta al establecimiento de la verdad sin 
calificativos como el de formal, que la distinguía en el sistema superado (SC141, 6 

ag. 2002, exp. n.° 6148)”. 

 

Conforme lo anterior, concluyó:  

 

“La sana crítica, según la Corporación, es un «sistema de valoración estructurado 
sobre la libertad y autonomía del juzgador para ponderarlas y obtener su propio 
convencimiento, bajo el único apremio de enjuiciarlas con soporte en el sentido 
común, la lógica y las reglas de la experiencia» (SC, 24 mar. 1998, exp. n.° 4658, 
reiterada en SC, 12 feb. 2008, rad. n.° 2002-00217-01). 

 
“La doctrina sostiene que «es el arte de juzgar atendiendo a la bondad y verdad de 
los hechos, sin vicios ni error; mediante la lógica, la dialéctica, la experiencia, la 
equidad y las ciencias y artes afines y auxiliares y la moral, para alcanzar y 
establecer, con expresión motivada, la certeza sobre la prueba que se produce en 
el proceso»5. A su vez, Eduardo J. Couture expresó que «son, ante todo, las reglas 
del correcto entendimiento humano. En ellas interfieren las reglas de la lógica, con 
las reglas de la experiencia del juez. Unas y otras contribuyen de igual manera a 
que el magistrado pueda analizar la prueba… con arreglo a la sana razón y a un 

                                                 
5 Boris Barrios González, Teoría de la sana crítica, SAE, p. 9-10. 



19  05001 31 03 020 2019 00255 01 
 

 

 

  

conocimiento experimental de las cosas»6.” Citas, cursivas y nota de pie de página 

en el texto. Sentencia SC1256-2022 del 27 de mayo de 2022.  

 

A manera de conclusión, y como bien lo recoge el artículo 176 del C. G. del 

P. en su inciso 1º; “Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de 

acuerdo con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades 

prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos .”, 

cuestión que hemos de emprender para la resolución de la alzada.  

 

 

DE LA SOLUCION A LA APELACION: 

 

 

Sobre la calidad de poseedor del demandante, es asunto que no se ha 

discutido, lo que releva a la Sala de la obligación de referirse sobre el 

particular. El problema a resolver radica en la fecha o época que se ha de 

considerar y partir de la cual tiene tal condición, ello en aras a satisfacer el 

elemento axiológico “durante el tiempo exigido por la ley”, que fue lo que 

llevó a desestimar las pretensiones y constituye el principal que se ha 

presentado vía alzada.  

 

Comenzando con la solicitud del recurrente sobre que se tenga al 

demandado como confeso al no haber contestado a la reforma de la 

demanda, debe recordarse que el  artículo 97 del C. G. del P. en su parte 

pertinente, prevé que;  

 

“La falta de contestación de la demanda o de pronunciamiento expreso 
sobre los hechos y pretensiones de ella, o las afirmaciones o 

negaciones contrarias a la realidad, harán presumir ciertos los hechos 

susceptibles de confesión contenidos en la demanda, salvo que la ley 

le atribuya otro efecto…” 

 

                                                 
6 Eduardo J. Couture, Fundamentos del Derecho Procesal Civil, Roque-Depalma Editor, 1958, p. 

270-271. 
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Si lo anterior es así, en principio tal consecuencia se tiene es en relación a 

la demanda primigenia, no de sus reformas, donde lo que censura el 

legislador es la renuencia para enfrentar el debate procesal, sobre todo, en 

cuanto a hechos y pretensiones se refiere, y si ello no fue variado 

sustancialmente por el actor, la contradicción al libelo inicial basta para que 

se desarrolle el debate con la lealtad procesal del caso.  

 

De todos modos ha de tenerse presente que la confesión, así sea la 

denominada ficta, admite prueba en contrario, tal como lo prevé el 197 del 

C. G. del P., por lo que debemos adentrarnos en el análisis probatorio de lo 

recaudado y en relación al presupuesto axiológico relacionado con el tiempo 

de posesión del demandante.  

 

Comenzando con la documental aportada con la acción, inicialmente las 

fotografías (folios 35-48 cuaderno 01ExpedienteParte17), ninguna de ellas 

cuenta con fechas u otras probanzas explicativas que se refiera a las mismas 

e indique a qué periodos corresponden, por lo que no resultan útiles para 

obtener el efecto jurídico perseguido.  

 

En cuanto a los demás documentos, el oficio dirigido por la empresa de 

servicios públicos al demandante (folio 32 cuaderno 01ExpedienteParte1) , 

en el que le dice a este que su solicitud del 13 de octubre de 2016 de 

instalación de servicio de energía eléctrica se encuentra “pendiente” de 

instalación, lo que demuestra es que fue en esta fecha que el accionante 

solicitó tal prestación. Por lo mismo, no es útil para probar posesión anterior.   

 

Si ello fue así, que solo hasta ese momento el interesado poseedor pidió la 

instalación del servicio público de marras, energía eléctrica, resulta extraño 

de quien se dice poseedor regular que no contara con un elemento básico 

en las sociedades actuales; sin embargo ello no puede tomarse como indicio 

                                                 
7 Todas las citas que se realicen corresponden al expediente digitalizado. 
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en su contra, sino, que fue hasta en 2016 que ejerció el correspondiente acto 

de dominio.  

 

Luego allega factura del servicio de energía correspondiente al mes de 

septiembre de 2017 (folio 33 cuaderno 01ExpedienteParte1), donde pese a 

la discordancia de la dirección en el último número respecto a la indicada en 

la demanda, vemos que a la postre la empresa de servicios públicos sí 

instaló en el predio la energía eléctrica, pero por la fecha de tal elemento 

documental, es aplicable el anterior raciocinio, y este es que solo 

demostraría acto posesorio desde el mes atrás mencionado, y si se quiere, 

según la solicitud atrás aludida, desde octubre de 2016.  

 

El actor también allegó diferentes recibos que figuran a folios 50 al 113 del 

cuaderno 01ExpedienteParte1, donde algunos de ellos son a su nombre, 

“MAURICIO ESCOBAR”, otros simplemente “MAURO”, otros sin nombre, 

otro con el nombre sobrepuesto (folio 108), pero lo que sí tienen en común 

es que en todos los papeles como año figura 2016 ora 2017, ningún otro 

tiene fecha anterior, por lo que son aplicables las consideraciones que atrás 

se hicieron en relación a los dimanados de la empresa de servicios públicos 

domiciliarios.  

 

Ahora, su solicitud para pagar impuestos municipales (folios 114 y 115 

cuaderno 01ExpedienteParte1), fue realizada el 1º de abril de 2019, por lo 

que la respuesta a la misma es posterior (folios 119-120 cuaderno 

01ExpedienteParte1), entonces, si quería presentarse como poseedor 

solucionando obligaciones tributarias, ello solo lo hizo en este año, 2019, por 

lo que tal documento le favorece menos que los anteriormente analizados.  

 

De las declaraciones extraprocesales aportadas por activa de ZULETA 

CAMPO EDICSON FERNANDO y ALVAREZ RENDON JOSE SATURNINO 

(folios 122 y 123 cuaderno 01ExpedienteParte1), rendidas estas el 26 de 

mayo de 2017, tienen una falencia de entrada, y es que no fueron ratificadas; 
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sin embargo, así se admitan, estas personas al unísono dijeron que la 

posesión del actor en los predios pretendidos era de hace aproximadamente 

once (11) años, entiéndase que para tal fecha.  

 

Para la Sala resulta extraño que dos personas que residen en municipios tan 

disímiles, Amagá y Caldas, respectivamente, pero sobre todo lejanos de 

donde está ubicado el inmueble en controversia, conocieran de forma tan 

detallada sus linderos, y dijeran que el demandante tiene esas tierras en 

“optimas condiciones”, cuando del contexto probatorio se tiene que en buena 

parte es notorio su descuido, cuestión a la que volveremos posteriormente, 

pero que en aras de la valoración de tales probanzas, las mismas no pueden 

ser admitidas, pues su sesgo es evidente, cuestión que afecta la credibilidad.  

 

Respecto a las declaraciones notariales de las señoras LUZ MARINA 

RESTREPO GIRALDO y MARÍA ELENA PUERTA (folio 125 cuaderno 

01ExpedienteParte1), volveremos posteriormente, pues estas sí declararon 

en el proceso y se tuvo la oportunidad de ejercer la contradicción del caso.  

 

La experticia de avalúo que presenta el actor (folios 133 a 139 cuaderno 

01ExpedienteParte1), indudablemente refiere a la realización de algunas 

mejoras, pero de la misma no se puede colegir la época en que se hicieron.  

 

De otro lado, la demandada también presentó documentos , siendo relevante 

considerar, en primer lugar, que el 15 de noviembre de 2013, aquella 

suscribió acuerdos de similar talante -con atestación notarial lo que le da 

autenticidad a la luz del artículo 244 del C. G. del P.-, con JOHN JAIRO 

JIMENEZ CUESTA y ANA JOAQUINA TORO LOPEZ (folios 113 a 118 

cuaderno 02ExpedienteParte2), en los cuales estos como habitantes de los 

predios reconocen como su propietario a la persona jurídica accionada, 

además que se comprometen a devolverle a esta tales inmuebles , 

recibiendo como contraprestación, cada uno de ellos, la suma de 
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$11’000.000,oo, lo que es indicio, que al menos en ese momento, la 

posesión no era ejercida por el hoy actor.  

 

Ahora, hay evidencia documental que en el año 2015, lo que se deduce por 

el año de radicación del proceso que se anota en el número que identifica el 

trámite, terceros diferentes a quien hoy demanda, accionaron en pertenencia 

a la hoy demandada en relación al inmueble identificado con matrícula 

inmobiliaria 001-56103, es decir, el mismo aquí pretendido, lo que desdice 

de la posesión, al menos exclusiva del hoy actor para la época de esa 

demanda, elemento que se materializa con la correspondiente medida 

cautelar de inscripción que se observa en la anotación 15 del 

correspondiente folio de registro (folio 185 cuaderno 02ExpedienteParte2) 

 

Ahora, entrando en el análisis de las declaraciones de parte y testimonios, 

que es frente a lo cual el recurrente hace énfasis en sus críticas, hemos de 

decir que en el archivo “72AudienciaArts.372y373CGPParte1”, encontramos 

el interrogatorio rendido por el actor HECTOR MAURICIO ESCOBAR 

VÉLEZ, quien expresó que su domicilio es la calle 47 Sur #55-48, dirección 

esta que si bien no coincide exactamente con las reportada en la demanda , 

pues en esta se anotó como la de los predios pretendidos la calle 47 Sur # 

55-72, sí corresponde con la de la experticia procesal arrimada y que figura 

en el cuaderno “67Avaluo20211026” del expediente digital, estudio este 

donde se precisan los demás elementos de identificación de los bienes como 

son Matriculas Inmobiliarias, área total y construida, linderos, cabida y 

anexidades, por lo que en este punto no hay discusión sobre la 

individualización de los predios, además que ello no es objeto de debate.  

 

Siguiendo con la declaración del actor, indicó que no conoce a SAFRA 

S.A.S.  y no sabe quién figura como propietaria de los predios (0:25), 

cuestión poco creíble considerando el pleito que otrora tuvo con esta y que 

se tramitó ante la autoridad administrativa del corregimiento “El Limonar” 

apenas un año atrás que se iniciara este trámite, y donde hubo una activa 
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intervención del hoy demandante (ver folios 124 al 165 cuaderno 

02ExpedienteParte2). 

 

Esas manifestaciones contrarias a la verdad más allá que dejan mucho que 

pensar, constituyen una infracción al ordenamiento jurídico, pues en este 

tipo de diligencias el deponente ha jurado no faltar a la verdad (artículo 203 

inciso 1º C. G. del P.), por lo que aparte de una evasión que se constituye 

en indicio grave en contra del deponente  (artículo 205 inciso final ibidem), 

se incumple el deber consagrado en el artículo 78.1 del código procesal civil. 

 

Ahora, indica el demandante que ingresó a los lotes pagando arriendo al 

difunto alias “PELE”, quien vivía allá (0:26); es decir, que su condición inicial 

fue la de tenedor8, donde la correspondiente interversión9 en su decir se dio 

porque cuando su arrendador, “PELE”, murió, los que vivían allá se fueron, 

y se entraron criminales  y desmantelaron el lugar, comenzaron a botar 

escombros; luego entró él  y comenzó a organizar todo, puso puerta, hizo la 

casa donde vive, puso alambrado, hizo cultivos y limpió. 

 

También expuso que ha arrendado espacios para una latonería la que lleva 

funcionando cinco meses, y una bloquera (sic) desde hace cuatro meses 

(0:30:20), y que  ha tenido muchos problemas para poner el servicio 

eléctrico, pero ya tiene servicios de EPM (0:31:45), de lo que ya analizamos 

que su solicitud apenas sucedió en 2016, recalcando que está en ese predio 

                                                 
8 Sobre el punto, la Corte en Sala Civil, y siguiendo la línea jurisprudencial, ha indicado: “Ahora 

bien, como el paso del tiempo «no muda la mera tenencia en posesión», en estos eventos es 

ineludible determinar que esa condición inicial –la mera tenencia– fue abandonada, como respuesta 

a una manifestación posterior de animus domini sobre el bien aprehendido, renovada voluntad que 

permite el surgimiento de una nueva relación entre la persona y la cosa –la posesión–, en la que ya 

no media título o convención subyacente, y que, por lo mismo, autoriza la iniciación del cómputo 

del plazo prescriptivo.” Sentencia SC3727-2021, 8 de septiembre de 2021. 
9 Sobre este concepto, la mista Alta Corporación en la providencia atrás aludida (Sentencia 

SC3727-2021), citando Sentencia Civil del 22 de agosto de 1957 -G.J. t. LXXXVl, p. 11-, expresó: 

“El tenedor precario está imposibilitado para mudar la mera tenencia en posesión; ello exige la 

intervención de un título proveniente de un tercero que, considerándose también dueño, le confiera 

la posesión inscrita, y le dé una base a su declaración de que ejerce la posesión como dueño; pero 

solo desde el momento en que ocurra la intervención mencionada podrá oponer esa nueva 

situación jurídica a la posesión de aquel cuyo dominio siempre ha reconocido».”. 
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aproximadamente desde 2006 (0:32:42), narrando el inconveniente que tuvo 

con su vecino JUAN PABLO CIRO, y por eso en el 2018 resultó el proceso 

por perturbación  del inmueble presentado por SAFRA. 

 

En el minuto 0:33:50, expuso que siempre ha estado y nunca se ha ido del 

lugar, y que cuando llegó a vivir todo estaba en ruinas, habitando en el otro 

lado en una cabaña, y que las mejoras y la casa del otro lado, la comenzó 

hace más o menos hace ocho años. 

 

Cerró indicando que nunca alguien del municipio ha ido al lote (0:43:50), 

afirmación indefinida que se resquebraja con las probadas tratativas 

realizadas en 2013 entre el demandado y la Empresa de Desarrollo Urbano 

de Medellín EDU (ver folios 99 al 112 cuaderno 02ExpedienteParte2), en las 

cuales no se ve obstáculo alguno para realizar la correspondiente 

negociación de compraventa, lo que de por sí implica el descarte de terceros 

poseedores; entonces se pregunta la Sala ¿para hacer semejante 

aseveración -sobre que nunca había ido alguien del municipio-, sería que el 

actor para la época no poseía el predio?, punto que continuaremos 

dilucidando visto en contexto con los medios probatorios hasta ahora 

considerados, tal como nos lo impone el artículo 176 del C. G. del P.. 

 

Con el cuidado que debe tenerse al evaluar la versión encontrada a la 

anterior, la de MARTA LUCÍA SALDARRIAGA representante legal de 

SAFRA S.A.S., la misma da cuenta que tuvieron que instaurar querella 

contra el demandante,  porque tuvo un problema con el vecino en uno de los 

bienes de propiedad de la sociedad, y ahí se dieron cuenta  que él estaba 

ocupando la propiedad sin permiso (0:45:50), dominio que obtuvieron en 

1998 del club de caza y pesca, quedándoles el lote solo para su 

comercialización (0:47:03)  

 

Que en el bien solo tenían de mayordomo a GUILLERMO ARREDONDO y 

su esposa MARÍA ELENA (0:47:47), y que para el 2013 el EDU estaba 
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interesado en la propiedad y estuvieron en negociaciones, periodo en el que 

tuvieron que llevar al mayordomo y su esposa para otra propiedad, porque 

el Ente público exigía  que el predio estuviera desocupado, e incluso  con 

JHON JAIRO y ANA JOAQUINA TORO,  que también vivían allí, tuvieron 

que negociar  para poder entregar al EDU desocupado (0:53:19). 

 

Dejó en claro que desde que compraron los bienes estaban en mal estado, 

y los tenían para la venta, y ahora no le ve mejoras (0:50:00), así como 

también que su representada asumen el impuesto predial (0:50:41), aunque 

desde hace alrededor de diez años están en mora en su pago (0:58:46). 

 

Sostuvo que no tenían contrato con el mayordomo y “arreglaban” con él cada 

vez que iban “0:54:19”, y sobre JUAN PABLO CIRO, que era un vecino que 

llegó a trabajar con ellos, cuidando los potreros, quien en 2017 tuvo un 

problema con el demandante, porque aquel les informó que este se estaba 

apropiando de los bienes, por eso lo demandaron (0:55:20), precisando que 

la labor de sus cuidadores era “medio cuidar” porque el lote estaba para la 

venta (0:57:47), desconociendo que el lote se usaba para botar escombros 

(1:02:17). 

 

Finalizó indicando que antes de morir su padre, era quien muy seguido, casi 

semanalmente, visitaba el lote, y ellos -sus herederos- van 

esporádicamente. Que su padre murió en el 2010 (1:00:56) 

 

En lo expuesto, no encuentra la Sala las contradicciones que alude el 

demandante en la apelación. Es más, se aprecia que lo expuesto por la 

representante legal de la demandada es coherente con el acervo probatorio 

recaudado, sobre todo con el documental al que nos referiremos 

posteriormente, y su decir no constituye confesión en la medida que no se 

satisface el supuesto contenido en el numeral 2º del artículo 191 del C. G. 

del P. en cuanto a que lo expuesto haya sido “… sobre hechos que 
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produzcan consecuencias jurídicas adversas al confesante o que favorezcan 

a la parte contraria.”.  

 

Tampoco el que eventualmente se hubiera consultado algún documento 

durante la diligencia, genera los efectos que el recurrente pretende atribuir , 

pues ello no está expresamente prohibido y hace parte del deber del 

absolvente de estar informado (inciso 3º artículo 203 C. G. del P.), donde en 

asuntos de memoria, v. gr. cifras o fechas, resulta racional que el juez 

permita que el absolvente se pueda apoyar en documentos, los cuales 

incluso el otrora C. de P. C., en su artículo 208, permitía que fueran 

aportados en este tipo de diligencias.  

 

Entrando a las pruebas testimoniales recaudadas, en primer lugar  MARIELA 

HERRERA BUILES sostuvo que el inmueble es de GILBERTO 

SALDARRIAGA, persona esta que visto el certificado de existencia y 

representación de la demandada, por su apellido es el que le da la el nombre 

a la sociedad demandada, indicando tal testigo que fue llevada a los predios 

en litigio en noviembre de 1998, estando en los mismos hasta el año 2013, 

pero que el lugar “quedó muy destruido” porque hubo un allanamiento y un 

robo para sacar una maquinaria, habiendo sido amenazados, y que todo 

quedó sin techo y quitaron el alambrado, lo que sucedió en 2010. 

 

Que fue a vivir al lugar con su esposo e hijos, y que en el inmueble también 

residían ANA JOAQUINA y JHON JAIRO JIMENEZ con su familia (1:11:25), 

precisando que en el año 2013 se fue para otra propiedad de los 

SALDARRIAGA, porque ese lote lo vendieron  y lo debían entregar (1:19:52). 

De ANA y JHON JAIRO dijo que estaban viviendo allá  de arrimados. 

 

Al minuto 1:23:50 expuso que cuando se fue esa propiedad quedó sola, no 

había ningún poseedor, y a los dos años empezó a ver que la estaban 

ocupando, lo cual conoce ya que después de haberse ido en 2013, a veces 

iba a darle vuelta a la propiedad,  y como a los dos o dos años y medio, 
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empezó a ver gente entrando y que se habían robado cosas (1:24:12), y que 

tales hurtos ocurrieron, incluso, antes que ellos salieran del lugar (1:31:25). 

 

Que conoció a “PELE”, el esposo de  ANA MARÍA  TORO, desde que llegó 

a la propiedad, y que también cuidaba, todos cuidaban (1:33:00), y del 

demandante, que lo empezó  a ver  en el lugar hace más o menos tres años, 

donde los servicios públicos los comenzó  a poner hace año y medio o dos 

años (1:36:26).  

 

Sobre el testigo JUAN PABLO CIRO RESTREPO, su evaluación merece un 

especial cuidado, dada la notoria enemistad con el demandante, la que 

queda evidenciada a folios 80-81 del cuaderno 02ExpedienteParte2. Incluso 

se han ido a las manos y amenazado con armas cortopunzantes, sin contar 

con los epítetos agresivos que han utilizado.  

 

Partiendo con tal salvedad, el mencionado testigo expuso que desde niños 

conoce a  HECTOR MAURICIO, porque han vivido por el lugar, aunque sin 

ser vecinos “conocidos sí” (1:39:29), y si bien no conoce a la sociedad 

SAFRA, hace veinte años distingue a MARTA LUCÍA SALDARRIAGA,  

porque es hija de GILBERTO SALDARRIAGA,  y a este lo conoció desde el 

año 91, afirmando que ellos compraron los lotes desde hace 35 o 40 años 

(dijo que en el “75” o “78” sin recordarlo bien), y que es colindante de los 

lotes, y trabajó con el extinto GILBERTO en construcción. 

 

Que cuando GILBERTO SALDARRIAGA falleció, como mayordomo del 

fundo estaba el señor CARLOS, alias “PELE”; y  un señor que era la mano 

derecha de don GILBERTO llevó a vivir al lugar a MARY y GUILLERMO para 

que arreglaran una máquina, y allá los dejó, lo que sucedió 

aproximadamente en 1998, y vivieron en el lugar hasta el año 2012, y que 

se fueron porque los sacó “MI RIO”, agregando que la construcción estaba 

deteriorada, y eso lo sabe porque él vive al lado. 

 



29  05001 31 03 020 2019 00255 01 
 

 

 

  

Relató que estando en el lugar MARY, el “combo”10 de “La Pradera” iba 

saqueando todo lo  que  había en el lote, por lo que en el año 2012 aquella 

abandonó el lugar, para que luego MAURICIO (el actor) y otros sujetos  de 

“La Pradera”, comenzaran a llenar el predio de tierra. 

 

Que MAURICIO habita el predio pretendido hace tres (3) años; exactamente 

después  de la audiencia que tuvieron en “El Limonar”, por lo que “LUCÍA” 

(la representante legal de la demandada)  le pidió que le colocara cuidado  

al fundo, entonces cuando el deponente vio que MAURICIO se metió al 

lugar, la llamó a ella y al abogado (porque le habían dado el teléfono), hechos 

sucedidos hace tres  (3) años. 

 

Indicó que ha tenido muchos problemas con MAURICIO, y después del 

problema en “El Limonar” comenzó a insultarlo, y por eso lo tuvo que  

amenazar, y que doña LUCIA le mandaba “para los cigarrillos” a cambio de 

cuidar ese lote. 

 

Indicó que cuando sucedió la audiencia en la Corregiduría, aún MAURICIO  

no vivía en el lote; y si bien metía tres o cuatro vacas a las que visitaba y les 

daba comida, se pasó a vivir a los ocho días de tal diligencia, y que el 

denuncio ante tal autoridad administrativa fue porque estaba llenando el 

predio de tierra sin permiso, y eso estaba generando problemas  en la 

quebrada que linda  con su casa, y por eso llamó a los dueños  y  puso la 

denuncia en “El Limonar”. 

 

Después que MARY se fue, quedó  ANA, quien también se fue como en el 

año 2013 o 2014 por la orden de “MI RIO”. 

 

Pasando al testigo GUILLERMO DE JESÚS ARREDONDO ORTÍZ, a quien 

se le olvidó la cédula para la diligencia, y es cónyuge de MARIELA 

                                                 
10 En esta región del país es conocido que así se le denomina a las pandillas u organizaciones 

criminales.  
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HERRERA, y ella dijo que estaba perdiendo la memoria, como un acto de 

control el a quo le preguntó a MARIELA y MARTA LUCÍA si lo conocían, y 

aportaron una foto de la cédula, quedando plenamente establecida su 

identidad, por lo que resulta viable abordar el correspondiente estudio11.  

 

Dijo no conocer al demandante ni a la sociedad demandada, y que junto con 

su señora e hijos llegó al lote  en el año 98 cuando el lugar era un club,  y 

habían otra familias que eran las de “PELE” y ANA MARÍA, y JHON JAIRO 

y NORMA. 

 

Indicó que en el año 2012 con su familia se fueron del lugar, y que después 

se fue JHON JAIRO, pero que MARÍA  se quedó  y no sabe cuándo partió, y 

que cuando se fue la construcción estaba muy caída  y los de la banda  les 

dijeron que tenían que desocupar, y fueron desmantelando todo. 

 

Que no conoce a MAURICIO pero como trabaja cerca sabe que está 

viviendo en el lugar  hace dos o tres años, y que una vez fue con el abogado 

a averiguar algo al lote y los atendió un señor pero no sabe si era MAURICIO, 

y si se fue del lote fue porque la demandada había  vendido  la propiedad y 

había que entregarla desocupada, por lo que llegó a un acuerdo con ellos  y 

se lo llevaron a vivir a otra finca. 

 

Que después de que se fue sí hubo animales, antes no, y que solo una vez 

ha vuelto a la propiedad hace como dos años. 

 

Ya en el archivo “73AudienciaArts.372y373 CGPParte 2”, la testigo LUZ 

MARINA RESTREPO GIRALDO quien reside en la calle  47 Sur # 54E 18, 

indicó que hace 18 años conoce a  HECTOR MAURICIO  como vecino, y 

                                                 
11 Valga precisar que del artículo 221 procesal civil, en la práctica del interrogatorio no se exige la 

exhibición de documento alguno (numeral 1º), sino, que quede clara la individualización del 

deponente en términos de nombre, apellido, edad, domicilio, profesión, ocupación, estudios 

realizados, y “demás circunstancias que sirvan para establecer su personalidad y si existe en 

relación con él algún motivo que afecte su imparcialidad.” 
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que desde el 2005 sabe del inmueble porque este se encuentra en la zona 

desde esa época, y que antes del llegar el bien se encontraba abandonado 

y no habían más personas, y cuando llegó comenzó a hacerle mejoras tales 

como poner luz, el portón, limpió, hizo la casa de nuevo. Eso lo sabe porque 

pasaba por ahí y veía el cambio, aunque afirmó que no conoce el predio 

completo. 

 

Por su parte doña MARÍA ELENA PUERTA, quien reside en la carrera 54 E 

# 46C Sur 13, indicó que lleva cuatro años viviendo en el barrio y que conoce 

al actor desde joven. Que en el lote de marras primero había un club, y luego 

lo vio abandonado y comenzaron a entrar drogadictos, eso fue en los años 

2004 o 2005. Que en esa época vivía un señor que ella no llegó a tratar, no 

sabe el nombre pero le tenían un apodo. 

 

Que después de eso MAURICIO llevaba los caballos a pastar, y luego hizo 

una cabañita en la parte de atrás, retiró la basura, no volvieron a entrar 

“viciosos”, colocó la puerta y los servicios. Sabe que MAURICIO se apropió 

de eso porque no volvió a vivir donde la mamá que es vecina suya, aunque 

precisó que no ha entrado al lote y lo veía de afuera, y tampoco tiene 

conocimiento que otras personas hubieran vivido allí. Fue enfática en afirmar 

que para los vecinos MAURICIO  es el dueño. 

 

El bien quedó en ruinas hace  mas o menos 20 años, y desconoce si JUAN 

PABLO CIRO  es vecino. Que ella, la testigo, no había  entrado al bien, que 

solo en esos días  fue a aplicarle a una inyección a la cuñada de MAURICIO.  

 

Terminando los testimonios, ELIX ELVA DEL CARMEN  LÓPEZ ROMERO, 

compañera permanente del demandante (desde el 4 de abril de 2017), indicó 

que este es el único dueño del bien, incluso, cuando ella llegó a habitar el 

lugar, la puerta era de zinc y después él la cambió, aunque antes de eso el 

actor ya vivía  en el sitio en una cabañita que ya se cayó, de lo que aquel  le 

dijo que  había llegado a vivir  al lugar en el año 2000. 
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Como se ve, las posiciones de los testigos son contradictorias, pues mientras 

MARIELA HERRERA BUILES, JUAN PABLO CIRO RESTREPO y 

GUILLERMO DE JESÚS ARREDONDO ORTÍZ, son enfáticos en afirmar  

que entre los años 2012 y 2013 el actor no ocupaba los muebles de marras, 

pues el ejercicio posesorio estaba en la demandada, siendo que 

aproximadamente hasta 2017 aquel entró al lugar ya con actos de posesión, 

las testigos LUZ MARINA RESTREPO GIRALDO y MARÍA ELENA PUERTA 

con igual contundencia que los anteriores, dicen que no, que el demandante 

está en el bien desde los años 2004 o 2005.  

 

En cuanto a doña ELIX ELVA DEL CARMEN LÓPEZ ROMERO, compañera 

permanente del demandante, la misma es testigo de oídas de este, por lo 

que su decir está contaminado con la posición del actor, así como también 

por la relación personal. Es más, será tal su parcialidad que llega a decir que 

su compañero llegó a vivir al lugar en el año 2000, lo que ni siquiera es 

sostenido por el demandante en el correspondiente hecho de la acción.  

 

Entonces, ¿a cuál grupo de testigos creerle?, al primero, que con su decir 

haría trastabillar el lapso posesorio necesario para usucapir, o a las 

segundas, que con sus afirmaciones tal lapso se supera con creces.  

 

Pues bien, para dilucidar tal dilema hemos de recordar el precedente de la 

Corte atrás citado en el sentido que “«cuando se está frente a dos grupos de 

pruebas, el juzgador de instancia no incurre en error evidente de hecho al dar 

prevalencia y apoyar su decisión en uno de ellos con desestimación del 

restante, pues en tal caso su decisión no estaría alejada de la realidad del 

proceso»”, entonces, el contexto probatorio servirá para despejar lo pertinente; 

eso sí, reiterando que el señor CIRO RESTREPO tiene una enemistad 

declarada con el actor, lo que influye en su decir, mientras ARREDONDO 

ORTÍZ, despejada su individualización, es persona que comienza a tener 

problemas de memoria.  



33  05001 31 03 020 2019 00255 01 
 

 

 

  

 

De todos modos, este juez colectivo ha de tomar posición para definir el 

asunto sometido a su consideración.  

 

En aras de lo anterior, los medios documentales resultan útiles para 

contextualizar la hipótesis que sustenta la decisión de segunda instancia, y 

esta es que el demandante no cumple el tiempo exigido para usucapir.  

 

Veamos, como dijimos, ninguna de las fotografías aportadas, establecen a 

qué periodos corresponden, por lo que no son útiles para dilucidar el caso, y 

en cuanto a los documentos (solicitud de instalación de servicio de energía 

eléctrica, facturas compras de materiales y factura del servicio de energía), 

todos ellos son de los años 2016, sino, 2017, es decir, desde ese momento 

se identificarían actos de señorío del actor.  

 

Es más, ¿si el demandante poseía el bien desde 2006, por qué esperó más 

de diez años para tener servicio de energía eléctrica?, la respuesta no es 

fácil, pero para la Sala es indicio de la no posesión del lugar dada la 

necesidad de tal servicio para desarrollar actividades, sobre todo, de 

residencia como la que atribuyen las señoras RESTREPO GIRALDO y 

PUERTA cuando dice que esta es tan antigua.  

 

Otro acto de señorío que se quiere atribuir el demandante es su pretensión 

de pagar impuestos municipales, pero la correspondiente solicitud solo la 

realizó el 1º de abril de 2019, lo que refuerza la tesis expuesta.  

 

La experticia de avalúo que presenta el actor, claro que alude a la realización 

de algunas mejoras, pero de la misma no se puede colegir la época de su 

realización. 

 

Por el contrario, los documentos presentados por la demandada, con 

atestación notarial del momento, dejan en claro que el 15 de noviembre de 
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2013 suscribió acuerdos con terceros (JOHN JAIRO JIMENEZ CUESTA y 

ANA JOAQUINA TORO LOPEZ), en los que estos como habitantes de los 

predios le reconocen a aquella como su propietario, aunado que se 

comprometen a devolverle a esta los mismos, y como ya lo relacionamos, 

recibiendo cada uno de ellos como contraprestación la suma de 

$11’000.000,oo, lo que es indicio que en ese momento, la posesión no era 

ejercida por el hoy actor.  

 

También el hecho que terceros a este proceso en el año 2015 hubieran 

demandado en pertenencia a la hoy demandada por el mismo predio en 

litigio, deja ver que otras personas también se hubieran tenido como 

poseedores, entonces, y en una sana lógica, la posesión del actor, si era que 

se presentaba en aquella época, no era exclusiva. Y es que en ese asunto, 

hasta hubo la medida cautelar de inscripción de la demanda, tal como se 

observa en la anotación 15 del correspondiente folio inmobiliario.  

 

Refuerza la anterior idea lo expuesto en su interrogatorio por ESCOBAR 

VÉLEZ, quien como lo analizamos al presentar su exposición, indicó que 

ingresó a los lotes pagando arriendo a alias “PELE”, pero no determinó 

cuándo intervirtió el título; pero más que ello, no demostró los actos 

posesorios desde el momento en que afirmó poseer y que era lo que le 

correspondía probar para obtener el efecto jurídico perseguido, tal como lo 

deja en claro el artículo 167 del C. G. del P..  

 

 

ADENDA:  

 

 

Solo quedan dos reparos a resolver y que no están relacionados con los 

presupuestos axiológicos de la pretensión. Estos son, en cuanto a la 

congruencia de la decisión atacada, y sobre las costas dispensadas. 
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Sobre lo primero, la congruencia, aparte que lo mismo se quedó en la mera 

enunciación; sin embargo, en aras de la motivación, sobre tal instituto y 

siguiendo su línea jurisprudencial la Corte Suprema ha dicho:  

 

“El principio dispositivo que inspira el proceso civil, conduce a que la petición de 

justicia que realizan las partes delimite la tarea del juez y a que éste, por 
consiguiente, al dictar sentencia, deba circunscribir su pronunciamiento a lo 
reclamado por ellas y a los fundamentos de hecho que hubieren delineado, salvo el 
caso de las excepciones que la ley permite reconocer de oficio, cuando aparecen 
acreditadas en el proceso (…) Sobre el particular, la Sala ha sido insistente en que 
“(…) son las partes quienes están en posesión de los elementos de juicio necesarios 
para estimar la dimensión del agravio que padecen, con el fin de que sobre esa 
premisa restringente intervenga el órgano jurisdiccional, a quien le está vedado por 
tanto, sustituir a la víctima en la definición de los contornos a los que ha de 
circunscribirse el reclamo y por tanto ceñirse la sentencia, salvo que la ley 
expresamente abra un espacio a la oficiosidad (…) Al fin y al cabo, la tarea judicial 
es reglada y, por contera, limitada, no sólo por obra de la ley, sino también con 
arreglo al pedimento de las partes” (Cas. Civ., sentencia del 22 de enero de 2007, 
expediente No. 11001-3103- 017-1998-04851-01) … En este escenario, el principio 
de congruencia establecido en el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil 
impide el desbordamiento de la competencia del juez para resolver la contienda más 
allá de lo pedido por las partes (ultra petita), o por asuntos ajenos a lo solicitado 
(extra petita) o con olvido de lo que ellas han planteado (citra petita). En caso de 
presentarse tal descarrío, su ocurrencia puede denunciarse en casación a través de 
la causal segunda prevista en el artículo 368 ibídem, pues, valga decirlo, una 
sentencia judicial de esos contornos agravia súbitamente a la parte que actuó 
confiada en los límites trazados durante el litigio, toda vez que al ser soslayados por 
el juez al momento de definirlo, le impiden ejercer a plenitud su derecho a la 
defensa.” Cita sentencia del 9 de diciembre de 2011, rad. 1992-05900, realizada por 

la Sala Civil en el asunto 11001-31-03-023-2007-00600-02. 21 abril 2015. 

 

Entonces, si observamos el trámite cuestionado, el mismo en lo pertinente 

se avino a lo previsto en el artículo 281 del C. G. del P., pues la decisión 

estuvo conforme y en consonancia con los hechos y las pretensiones de la 

demanda, lo que pasa es que al no satisfacerse uno de los presupuestos 

axiológicos de la pretensión, las súplicas estaban llamadas al fracaso.  

 

De cara a la condena en costas, ello es consecuencia de lo previsto en el 

artículo 365 del C.G del P., en este caso, sus numerales 1º y 3º, y en el caso 

que se pretenda controvertir la cuantificación de las agencias en derecho, el 

camino para ello es el previsto en el artículo 366.5 del mismo ordenamiento 

procesal.  
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CONCLUSION  

 

 

Al no satisfacerse el presupuesto axiológico aplicable a la usurpación, tal 

como es la posesión por el tiempo legalmente requerido, en este caso diez 

años, pues a lo sumo el demandante probó tal condición posesoria desde el 

año 2017, las pretensiones de la demanda corren la suerte del fracaso, razón 

por la cual la decisión de primera instancia será confirmada.  

 

Finalmente, en cuanto a costas, ante la no prosperidad del recurso, en virtud 

del artículo 365.3 del C. G. del P., se condena a la parte recurrente, fijándose 

a su cargo como agencias en derecho y en favor de la demandada, el 

equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente, en cuanto a esta 

instancia corresponde. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil del Tribunal Superior de Medellín, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la Ley;   

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia del diecisiete (17) de noviembre de 

dos mil veintiuno (2021), proferida por el Juzgado Veinte Civil 

del Circuito de Medellín,  según lo motivado.  

 

SEGUNDO: En cuanto a costas en segunda instancia, se condena en ellas 

a la parte demandante, fijando como agencias en derecho el 

equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente al 

momento de su liquidación, en favor de la demandada. 
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TERCERO:  En firme lo decidido, vuelva lo actuado al Despacho de origen. 

 

Notifíquese;   

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 

 

 

                                                                                  

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ       MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

               MAGISTRADO                     MAGISTRADO 

 


